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 TOCA 55/2022-1
RA-14/2022/1

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS-1.

	PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA: **********

	SERVIDOR PÚBLICO ENCAUSADO: **********

	RECURRENTE: TITULAR DE LA UNIDAD INVESTIGADORA DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
DENUNCIANTE DE IDENTIDAD RESERVADA DE INICIALES: **********
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, doce de abril de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintidós de noviembre de dos mil veintidós por **********en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de veintisiete de octubre de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa **********; turnado a ésta Sala Superior el uno de diciembre siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- Precisión. Es preciso destacar que en la presente ejecutoria se omitirán los datos que pudiesen identificar a la víctima u ofendido en términos del artículo 93 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
; por tanto, el nombre de la víctima se identificaría con las iniciales ********** (victima directa).

II. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver el presente procedimiento de responsabilidad administrativa.

SEGUNDO.- Se determina que no existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable al ex servidor público **********, en la comisión de la falta administrativa grave definida como abuso de funciones, en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí conforme a las consideraciones expuestas en la presente resolución.
TERCERO.- Toda vez que no existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable al ex servidor público **********, en la comisión de la falta administrativa grave que se le imputó en el presente procedimiento, en consecuencia, no procede la determinación de sanción alguna al citado sujeto a procedimiento.
[…]”
III.- Inconforme con la referida determinación, **********en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintidós de noviembre de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el uno de diciembre siguiente; atendiendo a que por auto de treinta de noviembre de dos mil veintidós, con fundamento en el párrafo segundo, del artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********
IV.- Por acuerdo de cinco de diciembre de dos mil veintidós
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta al servidor público encausado **********, así como a la denunciante de identidad reservada con iniciales **********, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

V.- En auto de trece de diciembre de dos mil veintidós
 se recibió escrito firmado por **********, en su carácter de defensora pública del servidor público encausado **********, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad investigadora; y en acuerdo de tres de enero de dos mil veintitrés
, visto el estado procesal que guardaban los autos de los que se advirtió que la denunciante de identidad reservada con iniciales **********no desahogó la referida vista en el término otorgado, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 219, último párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la Litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí y**********autoridad investigadora en el expediente de responsabilidad administrativa **********, personalidad que acreditó con la copia certificada de su nombramiento, emitido por el Oficial Mayor del Ayuntamiento de San Luis Potosí, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad investigadora y recurrente el veintiocho de octubre de dos mil veintidós
, por lo que dicha notificación surtió efectos el treinta y uno siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del tres al veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós; en ese lapso no deben contar el cinco, seis, doce, trece, diecinueve y veinte de noviembre del propio año, por ser inhábiles debido a que fueron sábados y domingos, así como el veintiuno del mismo mes y año, por haberse suspendido las labores de este órgano jurisdiccional, con motivo de la conmemoración del Aniversario de la Revolución Mexicana; por lo que si el recurso de apelación se presentó el veintidós de noviembre de dos mil veintidós, se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos artículos, se desprende que el recurso de apelación intentado por **********en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, resulta procedente, en atención a que la resolución que se impugna de veintisiete de octubre de dos mil veintidós, fue emitida en el expediente de responsabilidad administrativa **********, por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, en el que la materia es de responsabilidades administrativas, de modo que el asunto encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el artículo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión de la Litis se narran los antecedentes que se desprenden de autos:
a) El diecinueve de abril de dos mil veintidós, el Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en funciones de autoridad investigadora, remitió a este Tribunal informe de presunta responsabilidad derivado del expediente de investigación **********en el cual determinó que el servidor público **********, quien ostentaba el cargo de Regidor 1 de Representación Proporcional del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la Administración Pública Municipal del uno de octubre dos mil dieciocho al treinta de septiembre dos mil veintiuno, incurrió en la falta administrativa grave de abuso de funciones, establecida en el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación a lo dispuesto por el artículo 9, fracciones I, II y XV, del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, el dieciséis de marzo de dos mil diecinueve.
b) En acuerdo de veinte de abril siguiente
, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, en funciones de autoridad substanciadora, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°, fracción III, segundo párrafo, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, al tratarse de una falta administrativa grave imputada a un servidor público de elección popular
, recibió y admitió el informe de presunta responsabilidad e inició el procedimiento de responsabilidad con el número de expediente **********.
c) En auto de siete de septiembre de dos mil veintidós se dio por concluido el periodo de alegatos y al no existir promociones pendientes por acordar, con fundamente en el artículo 208, fracción III de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se declaró cerrada la instrucción y se citó para resolver. 
d) El veintisiete de octubre de dos mil veintidós se dictó resolución
, en la que se determinó que al no existir elementos suficientes para declarar plenamente responsable al ex servidor público **********, en la comisión de la falta administrativa grave definida como abuso de funciones, en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; no procedía sanción alguna al citado sujeto a procedimiento, al considerar sustancialmente lo siguiente: 
Que en el informe de presunta responsabilidad administrativa al ex servidor público **********, se le atribuyeron hechos que ocurrieron el veintisiete de agosto y tres de septiembre, ambas de dos mil veintiuno, consistentes en: “se valió del cargo que desempeñaba en la Administración correspondiente al ejercicio fiscal 2018-2021, (…) tomando en consideración que la supuesta víctima de identidad reservada e iniciales K.E.R.L., era su subordinada por lo que en varias ocasiones trató de realizarle tocamientos físicos y que la misma se los realizara a él, según lo narrado por la agraviada ante la Directora de la Instancia de las Mujeres del Municipio de San Luis Potosí, lo cual violentan lo dispuesto en las fracciones I, II y XV del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí.”; que dicha conducta fue fundada en la hipótesis de abuso de funciones contenida en el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y previo a definir si la conducta mencionada configuraba la causa de responsabilidad que se le imputó al servidor público era necesario tomar en consideración el contenido del marco normativo relevante aplicable al caso.
Para ello, cito el artículo 124 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, el cual prevé lo qué debe entenderse por servidor público y quiénes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones; así como el diverso numeral 125, de la propia legislación el cual establece que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley y que además, están obligados a observar en todo momento las leyes, reglamento y demás disposiciones jurídicas que les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, y que la inobservancia a esas disposiciones que resulten aplicables con las funciones que tiene encomendadas, es susceptible de ser sancionable.
Que entonces, para definir las funciones del imputado, se debía remitir a la normativa aplicable, esto atendiendo a que en el Informe de Responsabilidad Administrativa, no se especificaron las funciones que tenía encomendado el indiciado durante el cargo que desempeñó, más que las establecidas en el Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, donde se establece la forma de actuación de los servidores públicos, los deberes y obligaciones, y que en el artículo 74, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, se contemplan las facultades y Obligaciones de los Regidores.
Por lo que, sostuvo era dable concluir como premisa, que las atribuciones conferidas, se traducían en el deber o conducta que debía observar dicho servidor público en el desempeño de sus funciones. Mientras que en el Código de Ética, si bien no establece las funciones que le son atribuidas al sujeto al denunciado, cierto es que si indican la forma en la que debe de conducirse en el ejercicio de las funciones que le competen; por ende, procedería a analizar si, conforme a las constancias que integran el expediente de su índice, quedo acreditado o no, el abuso de funciones que se le atribuyó a **********, atendiendo a la valoración de las pruebas que estableció al inicio de ese considerando.
Para tal fin, determinó que del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se desprenden los elementos típicos para configurar la conducta reprochada al denunciado, a saber: 1) Que tenga a calidad específica de servidor público; 2) Que se valga de las atribuciones con que cuenta, y 3) Que cause perjuicio a alguna persona.
Que respeto el primero de los elementos, razonó se encontraba actualizado, pues la calidad de servidor público había quedado justificada. Empero, en lo que atañe al segundo de dichos requisitos, no se encontraba acreditado; pues las acciones que se le reprocharon al investigado, consistes en los hechos ocurridos el veintisiete de agosto y tres de septiembre ambos de dos mil veintiuno, no se desprendieron actos que fueran objeto de sanción a través del derecho administrativo sancionador disciplinario, pues no deben considerarse que las actuaciones de un gobernado que detenta un cargo público, al realizar conductas ilícitas que no están relacionadas ni se hicieron en el ejercicio de su función pública, pueden ser objeto de sanción administrativa, toda vez que, la investigación dentro del procedimiento, no se verificó con el objetivo de sancionar al servidor público, sino con el de determinar con exactitud si cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes al cargo y sí, por ende, la conducta desplegada por éste resulta compatible o no con el servicio que se presta.
Arribó a tal determinación, pues razonó que los hechos narrados por la denunciante, no se desprendía las funciones inherentes al cargo como Regidor, de las que se aprovechó para causarle el supuesto perjuicio, ya que únicamente refirió que la intentaba abrazar, le realizó tocamientos en su cuerpo sin su consentimiento e intentó que ella propiamente le realizara tocamientos en su miembro viril; y que si bien esos hechos, se podían considerar como ilícitos, los mismos no podían ser sancionados en materia administrativa, pues no se desprendía que en efecto, el ex funcionario público hubiese ejercido de manera ilegal las funciones encomendadas.
Que además, no pasaba desapercibido para esa Sala, que la autoridad investigadora, le atribuyó la posible comisión de la conducta sancionada administrativamente, aprovechándose de la subordinación que tenía la denunciante con el servidor Público **********; sin embargo, ello no se acreditó en el juicio con medio probatorio eficaz alguno.

Así mismo, la A quo determinó que derivado de un examen a las constancias que ofreció la autoridad investigadora, las cuales identificó con los incisos a) a j) en el fallo impugnado, advirtió que el principio de tipicidad vinculado con el principio de legalidad, no se actualizaba, el cual supone, en materia penal, la adecuación de una conducta a los presupuestos que detalla la legislación sobre un delito; esto es, la acción que ejecuta una persona de forma voluntaria debe ajustarse a la figura que describen las leyes como delito, para obtener así la tipicidad del hecho cometido, de tal manera que, cuando una conducta se adecúa a la descripción de la ley puede afirmarse que el acto constituye un injusto penal.
Lo anterior, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y, dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al referido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, con el objeto de que la conducta imputada encuadre con exactitud en los supuestos normativos infringidos, lo que le llevó a concluir que la tipicidad se define como la adecuación del acto humano voluntario ejecutado por el sujeto a la figura descrita por la ley como falta administrativa grave, por lo que si se ajusta o adecúa, era indiciario de la existencia de la falta administrativa grave, y si la adecuación no fuese completa, no exista tal conducta. Lo que apoyo en la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro: “TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.”
De ahí que concluyó la Primera Sala Unitaria, que la autoridad investigadora no había aportado los medios de prueba suficientes, para tener por acreditado el segundo elemento del tipo administrativo que analizó; es decir, que **********, se valió de las atribuciones con que contaba como Regidor 1 de Representación Proporcional del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para causar perjuicio a alguna persona, en particular de la denunciante de iniciales **********
Finalmente, atento a lo resuelto por la Juzgadora, sostuvo que era innecesario el estudio del tercer elemento del tipo, así como las manifestaciones del denunciado, pues señaló que a ningún fin práctico conllevaría su análisis y calificación, si no existían elementos de prueba suficiente de cargo, para soportar la falta administrativa imputada en el informe de presunta responsabilidad administrativa de mérito.
La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. SÍNTESIS DE AGRAVIOS. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

· Que le causa agravio que la Aquo estableciera que “Para definir las funciones específicas del imputado, nos debemos remitir a la normativa aplicable, esto atendiendo a que en el informe de Responsabilidad Administrativa, no se especificaron las funciones que tenía encomendado el indiciado durante el cargo, que desempeño, más que las establecidas en el Código de Ética de los Servidores Públicos del municipio de San Luis Potosí.” Pues refiere que transgrede los arábigos de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, como los del Código de Ética del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que contienen las facultades y obligaciones que tienen los regidores, dejando a un lado lo que concierne al Procedimiento de Responsabilidades Administrativas; y por ende, a la responsabilidad atribuida al **********, en virtud de que la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al señalar las responsabilidades sean graves o no, son aplicables a servidores públicos, sin tomar en consideración el cargo a desempeñar, el cual en el particular se acredita con la documental consistente en el oficio número ********** esa Autoridad Investigadora.
· Que no hay disposición que señale que para que un servidor público pueda ser sujeto de una responsabilidad administrativa, se tenga que describir la labor que desempeña como tal; no obstante, la autoridad investigadora acreditó la calidad de servidor público y el carácter de Regidor del Ayuntamiento de San Luis Potosí del expresado **********, con la documental pública expedida por la Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, tal requisito es el señalado por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y no que se tengan que describir las funciones que desempeña el servidor público presunto responsable; de ahí que considera que debe dejarse subsistente el hecho atribuido a **********, ya que en atención al principio de tipicidad, aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, prevé que las conductas generadoras de sanciones estén plasmadas en la Ley aplicable, y en el caso refiere que sí se encuentra descrita la conducta con claridad en el informe de Presunta Responsabilidad.
· Se duele además, que la conducta atribuida al denunciado se encuentra prevista en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que aunque el derecho administrativo sancionador se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad, eso no era motivo suficiente para que la Aquo determinara que al no señalarse las actividades que desempeñaba el responsable, entonces no se acreditaba la responsabilidad del infractor en su comisión, pues refiere que el procedimiento que se le siguió al enjuiciado se realizó con la finalidad de imponerle una sanción ya que en el ejercicio de sus funciones, llevó a cabo una actuación anómala que demostró la existencia de un tipo administrativo que conllevó a la imposición de una infracción a través de una pretensión punitiva, y que no fue con el interés de castigar al mismo, sino de buscar y proteger la integridad de la afectada, en virtud de que la conducta atribuida afirma le ha causado un daño moral a la misma, violentando en su prejuicio el principio de la perspectiva de género, (sic).
· También aduce, que existió una desigualdad tanto física como moral, entre el responsable y la agraviada, que considera que la A quo no valoró al momento de resolver, alejándose del dictado de una sentencia con perspectiva de género. Aserción que apoya en las tesis aisladas de rubros: “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. SUS IMPLICACIONES EN CASOS QUE INVOLUCREN VIOLENCIA SEXUAL” “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL JUZGADOR DEBE IDENTIFICAR SI EL JUSTICIABLE SE ENCUENTRA EN UN ESTADO DE
VULNERABILIDAD QUE HAYA GENERADO UNA DESVENTAJA REAL O DESEQUILIBRIO PATENTE EN SU PERJUICIO FRENTE A LAS DEMÁS PARTES EN CONFLICTO.”

· Asimismo estima que le irroga prejuicio que la Primera Sala Unitaria señalara que el segundo de los elementos integrantes de la conducta reprochada al denunciado, no se encontraba acreditado, al sostener que los hechos ocurridos el veintisiete de agosto y tres de septiembre, ambos del dos mil veintiuno, no son hechos que sean objeto de sanción a través del derecho administrativo disciplinario sancionador, sin embargo la A quo estableció que: “No pasa desapercibido para esta Sala que la Autoridad investigadora le atañe este abuso de funciones al considerar que el imputado se aprovechó de la subordinación, que dice, tenía la denunciante de iniciales **********. con el hoy imputado, sin embargo contrario a lo señalado por la investigadora no se encuentra acreditado con medio probatorio efectivo, que existiera tal situación, es decir, que en efecto, la denunciante de iniciales **********, hubiese sido subordinada del imputado, en la fecha en que supuestamente se cometieron los hechos que se le reprochan”.
· Para arribar a esa determinación, la Sala de origen atendió el oficio **********, emitido por la Directora de Recursos Humanos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, del que se desprendió que la denunciante de iniciales **********, fue trabajadora eventual del Ayuntamiento de San Luis Potosí, del uno de enero al treinta de septiembre de dos mil veintiuno, adscrita al área de la Dirección del DIF Municipal, no así ala de Regiduría del Ayuntamiento, por lo que otorgó pleno valor probatorio (sic) en beneficio del imputado, lo cual refiere le causa agravio, ya que si bien es cierto de dicha documental se puede inferir que la denunciante no aparece adscrita a la oficina de Regidores, también lo es que el imputado en ningún momento desestimó las labores que desempeñaba la denunciante en dicha área; desatendiendo la instrumental de actuaciones, y los derechos protegidos tanto por la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, como del Protocolo Para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal.

· Que la denuncia fue interpuesta ante la instancia Municipal de las Mujeres, cuyos argumentos fueron encaminados a la violación del derecho a una vida libre de violencia, en la que, a su parecer, el imputado incurrió al abusar de la función que tenía como servidor público, vulnerando con ello los derechos de la denunciante.

· Por tanto, al tratarse de acoso sexual, dice la A quo debió abordar dicho tema con perspectiva de género. 
· Se duele además, que la Resolutora el A quo no valoró las pruebas desde la perspectiva de género, la cual señala implica una visión auténtica de apreciar la realidad y de intervenir o actuar con apego en ella, con el fin de equilibrar las oportunidades de los hombres y las mujeres para el acceso equitativo a los recursos, los servicios y el ejercicio de los derechos, y que resulta necesaria su aplicación debido a la problemática que enfrentan actualmente las mujeres, no sólo para poder romper el silencio y acudir a las instituciones de procuración y administración de justicia, sino porque cuando logran llegar a esas instituciones, se enfrentan ante sistemas en los que sus reclamos no son significativos o son puestos en tela de juicio de manera sistemática; situación que afirma aconteció en el presente asunto.
· Sigue diciendo que el imputado aprovechó las desventajas en las que, como mujer se encontraba la víctima **********, y ante ello asume dos conductas: la discriminación de que son objeto como féminas y la violencia contra ellas, lo cual constituye una violación de los derechos humanos de las mujeres en el ejercicio y goce de las libertades fundamentales.
· Que respecto a las constancias que integran el expediente **********, la Sala de origen no consideró que la denunciante requirió el apoyo de la Instancia de las Mujeres del Gobierno Municipal, porque estimó se vulneró los derechos que tiene como mujer; sin embargo, en la sentencia que recurre, la A quo consideró que los hechos que le imputaron al responsable, no demostraron de manera fehaciente dentro de la investigación efectuada por esta Unidad Investigadora, sin considerar o valorar los testimonios de ********** y **********, mismos que refirieron que la denunciante de iniciales **********, pertenecía al equipo de trabajo de **********, al determinar que como fueron ofrecidos ni desahogados dentro del procedimiento; sin embargo estima, que en beneficio del imputado si se valoraron todas y cada una de las actuaciones que formaron parte del expediente, lo que arguye causa agravio al denunciante.
· Aunado a lo anterior, afirma que la denunciante sufrió consecuencias psicológicas, físicas y sexual, por lo que señala que la sala responsable, no realizó el análisis adecuado en todo lo actuado en el expediente bajo el tamiz que otorga fallar con perspectiva de género, en unión con las pruebas y circunstancias existentes en la causa respecto a las condiciones del grupo vulnerable al cual pertenece la denunciante, así como en relación con los derechos humanos, como lo es el grupo de mujeres.
· También refiere que si bien es cierto, la presunción de inocencia constituye un derecho humano que asiste al acusado de una infracción administrativa, también lo es que la Sala Responsable debió de tomar en consideración que en el asunto en trato es un tipo particular de agresión que, generalmente se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor, por lo que dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar corroborar los hechos con la existencia de pruebas documentales; por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre los hechos.
· Por otro lado, manifiesta que la Corte Interamericana, ha determinado que el alegato de “manoseo sexual” es un acto de violencia sexual, ya que es un tipo particular de agresión que, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor, situación que refiere aconteció en el particular, por lo cual la declaración de la víctima, así como la valoración de cualquier indicio es fundamental para la acreditación de los elementos para aplicarse una sanción al imputado **********, además cita que la Corte Interamericana sostiene que el estándar de la declaración de la víctima, debe ser apreciado por quienes imparten justicia a fin de evitar el estigma que dicha denuncia conlleva o el aminoramiento de su valoración por parte de quien opera la norma, por lo que señala debió tomarse en cuenta las circunstancias propias del caso, incluso, la relación de la víctima con el agresor, para que la negación de los hechos sancionables por parte del denunciado no puedan desacreditar las declaraciones de la víctima, tal como afirma aconteció en el presente asunto.
· Que hubo, insinuaciones lascivas o tocamientos y, frecuentemente, estos actos de violencia sexual en agravio de la denunciante, que dejaron en ella una secuela de orden emocional y psicológica, ya que el imputado abusando de la función que desempeñaba y de las atribuciones que tenía como servidor público municipal, del Ayuntamiento de San Luis Potosí, los ejecutó en perjuicio de la víctima de iniciales **********
· Respecto del caudal probatorio que obra en el expediente de responsabilidad, dice debieron ser considerados de manera indiciaria para que en un enlace lógico-jurídico entre sí, influyeran en el ánimo de la Juzgadora para acreditar los hechos que le imputaron al presunto responsable; para lo cual cita en apoyo a sus aseveraciones la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro: “PRUEBA INDICIARIA. NATURALEZA Y OPERATIVIDAD.”
· Finalmente, refiere que la sentencia recurrida le causa agravio, porque la indagatoria que se efectuó por los hechos denunciados por **********, se realizó encaminada a solicitar una adecuada aplicación de la Justicia Administrativa, en virtud de que el imputado realizó actos en contra de la referida denunciante, y si la actual Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no contempla la figura como tal de abuso sexual, etc., si contempla en su artículo 56 la falta administrativa consistente en abuso de funciones, misma que a consideración de esa autoridad se tipifica plenamente con los medios de prueba que se ofrecieron e hicieron valer en el momento procesal oportuno.
NOVENO. Estudio. Este Tribunal de Alzada no soslaya que el estudio de la competencia, constituye una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada, en ese orden, del primer párrafo del artículo 16 y del precepto 14, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por tanto, al traducirse en cuestiones de orden público dicho presupuesto procesal, es de estudio preferente, ya que en caso de inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente, al ser nulo de pleno derecho
, además de violentarse las reglas fundamentales que norman el procedimiento en perjuicio de las partes
. 

En ese sentido, y para mayor entendimiento, el presente considerando atenderá la determinación del Juzgador de origen, que sostuvo tener competencia para substanciar y resolver el procedimiento de responsabilidad instaurado en contra del ex servidor público **********, quien fungió como Regidor del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la falta administrativa que la autoridad investigadora calificó como grave, definida como abuso de funciones, previsto en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, respecto de los hechos atribuidos el veintisiete de agosto y el tres de septiembre ambas de dos mil veintiuno, que sintetizó de la siguiente manera: “se valió del cargo que desempeñaba en la Administración correspondiente al ejercicio fiscal 2018-2021, (…) tomando en consideración que la supuesta víctima de identidad reservada e iniciales K.E.R.L., era su subordinada por lo que en varias ocasiones trató de realizarle tocamientos físicos y que la misma se los realizara a él, según lo narrado por la agraviada ante la Directora de la Instancia de las Mujeres del Municipio de San Luis Potosí, lo cual violentan lo dispuesto en las fracciones I, II y XV del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí.”.
Bajo esa guisa, para determinar la competencia legal, la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa señaló era al tenor de los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción III último párrafo, esto atendiendo a su reforma realizada mediante decreto 1228 bis, publicado en el Periódico Oficial del Estado el diez de agosto de dos mil veintiuno y 208 fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; al tratarse de responsabilidad administrativa de un servidor público de elección popular vinculado con faltas graves.
No obstante lo así dispuesto por la A quo, resulta menester precisar que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí en materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, está definida y delimitada por los artículos 7, fracciones XIV y XV, 8, 30, fracción I y II, incisos c) y d) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 3, fracciones III, párrafo segundo, IV, penúltimo párrafo, y XXVIIII, y 12, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; mismos que para mayor comprensión se transcriben enseguida:

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: (…)

…

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; (…)”

“ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales.

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable.”

“ARTÍCULO 30. Conforme a lo dispuesto en el artículo inmediato anterior las Salas Unitarias, conocerán: 
I. En materia de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos y resoluciones a que se refieren los artículos 7 fracciones XIII, XIV, XV, XVI, y XVII y 29 de esta Ley, con las siguientes facultades:
a) Resolverán respecto de las faltas administrativas graves, investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control respectivos, según sea el caso, ya sea que el procedimiento se haya seguido por denuncia, de oficio o derivado de las auditorías practicadas por las autoridades competentes.
b) Impondrán sanciones que correspondan a los servidores públicos y particulares, personas físicas o morales, que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades. Así como fincar a los responsables el pago de las cantidades por concepto de responsabilidades resarcitorias, las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al Patrimonio de los entes públicos federales, locales o municipales.
c) Dictarán las medidas preventivas y cautelares para evitar que el procedimiento sancionador quede sin materia, y el desvío de recursos obtenidos de manera ilegal, y
II. Los procedimientos, resoluciones definitivas o actos administrativos, siguientes: (…) 

c) De las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dicho ordenamiento.

d) Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos. (…)”

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…)

…

III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoría Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora y resolutora;

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

(…)

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. 

(…)
XXVIII. Tribunal: el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,

(…) 

“ARTÍCULO 8°. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley:

I. El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa;

II. El Congreso del Estado;

III. La Auditoria Superior del Estado;

IV. El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; y el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado;

V. Las contralorías;

VI. Los órganos internos de control, y

VII. Los organismos a los que la Constitución Política del Estado otorgue autonomía.”

“ARTÍCULO 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; ...”

En este contexto cabe precisar, que por decreto 1228 bis, publicado en el Periódico Oficial del Estado el diez de agosto de dos mil veintiuno, se reformó la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, donde se modificó el párrafo segundo de la fracción III, y se derogó el inciso c) de la fracción IV, ambas del artículo 3º; y se derogó el segundo párrafo de la fracción XI del numeral 207, así como el Capítulo IV, del artículo 209, por lo cual se estableció que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, actuaría como substanciadora y resolutora tratándose de responsabilidad administrativa grave cometida por servidores públicos de elección popular y magistrados. 

Para mayor precisión, a continuación se inserta un cuadro comparativo de los artículos mencionados en el párrafo anterior:

	Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí

	Texto actual
	Texto anterior

	ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: […]

III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

(REFORMADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora y resolutora.

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

[…]

c) (DEROGADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)

[…]

(REFORMADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal.

En el caso del Poder Judicial, serán competentes para imponer las sanciones que correspondan, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, y el Consejo de la Judicatura, conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y su reglamentación;
	ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: […]

III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora desde la admisión del informe de presunta responsabilidad, y hasta dejar el expediente en estado de resolución, debiendo remitir copia certificada de los autos incluido el proyecto de resolución respectivo, al Congreso del Estado;

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

[…]

c) El Pleno del Congreso del Estado en el caso de los diputados; el Auditor Superior; y el Fiscal General del Estado.

[…]

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado. 

[…]

	ARTÍCULO 207. En los asuntos relacionados con faltas administrativas no graves, se deberá proceder en los términos siguientes:

[…]

XI. […]

(DEROGADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)
	ARTÍCULO 207. En los asuntos relacionados con faltas administrativas no graves, se deberá proceder en los términos siguientes:

[…]

XI. [...]

Cuando la autoridad resolutora sea el Congreso del Estado, se atenderá lo dispuesto en el artículo 209 de esta Ley, y

	(DEROGADO CON LOS ARTICULOS QUE LO INTEGRAN P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)

Capítulo IV

ARTÍCULO 209. (DEROGADO, P.O. 10 DE AGOSTO DE 2021)
	Capítulo IV

Del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa Cuya Resolución Corresponda al

Congreso del Estado

ARTÍCULO 209. En los asuntos relacionados con faltas administrativas cometidas por servidores públicos de elección popular, y magistrados, se deberá proceder de conformidad con el procedimiento previsto en este artículo.

Las autoridades, investigadoras; y substanciadoras deberán observar lo dispuesto en las fracciones I a X del artículo 207, y II a IV del 208 de este Ordenamiento, luego de lo cual se procederá conforme a lo dispuesto en las siguientes fracciones:

I. Concluido el término de los alegatos, se hayan presentado o no, la autoridad substanciadora declarará de oficio, cerrada la instrucción, y elaborará un proyecto de resolución, debiendo remitir éste, con todos los autos originales que obren en el expediente, al Congreso del Estado. Asimismo, deberá notificar a las partes de la fecha de su envío, indicando el domicilio de dicho Poder;

II. Recibido el expediente, el Congreso del Estado, sin más trámite, y en Sesión Privada, conformará una Comisión Jurisdiccional en términos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado;

III. Una vez conformada, e instalada la Comisión Jurisdiccional, dentro de los siguientes treinta días naturales verificará que se hayan cumplido las etapas y normas del procedimiento, confirmará, en su caso, el proyecto de resolución que le haya sido turnado, y citará a las partes para oír la resolución que corresponda.

El plazo a que se refiere el párrafo anterior podrá ampliarse por una sola vez por otros quince días naturales más, cuando la complejidad del asunto así lo requiera, debiendo expresar los motivos para ello.

En caso de no confirmar el proyecto de resolución respectivo, dictará el dictamen correspondiente dentro del término a que se refiere el párrafo anterior, y devolverá el mismo al Tribunal, junto con el dictamen a fin de que aquel analice las observaciones vertidas en el mismo, y en su caso las considere para modificar el citado proyecto, y lo envié dentro de los siguientes quince días naturales de nueva cuenta al Congreso. En este supuesto, el Congreso del Estado, confirmará la resolución, y procederá a imponer las sanciones que en su caso se hayan determinado, y

IV. La resolución, deberá notificarse personalmente al presunto responsable; y al Pleno del Poder, ayuntamiento correspondiente, para los efectos conducentes, en un plazo no mayor de diez días hábiles.


De la exégesis de los numerales transcritos, se patentiza que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en materia de Responsabilidades Administrativas, se surte colmando tres supuestos, a saber: 

1. Al conocer de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los servidores públicos, acorde a lo que disponen los artículos 7°, fracciones XIV y XV, y 30, fracción II, incisos c) y d), de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
2. Cuando conozca como autoridad resolutora, las faltas administrativas graves de los Servidores Públicos, previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ejercer la atribución de determinar la existencia o inexistencia de la plena responsabilidad, y en su caso, de imponer la sanción correspondiente.
3. Y en los casos en que las faltas administrativas graves sean atribuidas a servidores públicos de elección popular y Magistrados; hipótesis en que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es con el carácter de autoridad substanciadora y resolutora, desde la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, hasta su resolución.

En este orden de ideas, se tiene que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se surte tratándose de impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los servidores públicos; como autoridad resolutora respecto de faltas graves y como autoridad substanciadora y resolutora en cuanto a faltas de esa naturaleza atribuidas a servidores públicos de elección popular y Magistrados.
Ahora bien, respecto del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, se debe precisar que acorde a lo dispuesto en el los artículos 9, 96, 102 y 117
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, las Contralorías y los Órganos Internos de Control y la Auditoria Superior, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas; y tratándose de aquellas calificadas como faltas no graves, podrán iniciar, substanciar y resolver dichos procedimientos en los términos previstos en la Ley de la materia.

Así mismo, disponen que dichos órganos deberán contar con una estructura integrada, por una autoridad investigadora y una substanciadora; sin que esté permitido que alguna de ellas realice la actividad de la otra, a fin de garantizar la independencia en el conocimiento del asunto; entendiéndose por autoridad investigadora aquella que al interior de las contralorías y la Auditoria Superior del Estado, es la encargada de la indagación de faltas administrativas.

En ese tenor, las autoridades investigadoras, en el ámbito de su competencia, llevarán investigaciones respecto de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas; y bajo el supuesto de que determinen que de los actos u omisiones investigados se desprende la existencia de faltas administrativas, formularan la calificación correspondiente; es decir, graves o no graves, y deberán elaborar el informe de presunta responsabilidad administrativa y presentarlo a la autoridad substanciadora correspondiente para que proceda en los términos previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
Reiterando que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí actúa como Autoridad substanciadora y resolutora únicamente para el caso de que se trate de faltas administrativas graves y que estas sean atribuidas a servidores públicos de elección popular y Magistrados. 
Ahora bien, del informe de presunta responsabilidad de dieciocho de abril de dos mil veintidós, derivado del expediente **********, se advierte que la falta que se le imputo al servidor público **********, quien se desempeñaba como Regidor del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí en la Administración Pública Municipal del uno de octubre dos mil dieciocho al treinta de septiembre de dos mil veintiuno, derivó de los siguientes hechos
:

“1.- EL viernes pasado (3 de septiembre de 2021) estábamos en horario de oficina y él me pidió que pasara a su oficina y me abrazo, me quería tocar las pompis y ya después de eso me zafé y me regrese a mi lugar, en eso mi compañero se fue de la oficina, ********** salió de su oficina y me dijo ahorita regreso, se fue al baño.

2.- Ya después cuando regresó me dijo ven pásale y ya se puso a lado de mí, se bajó el cierre y quería que lo tocara y yo le dije que no, que estábamos además en un espacio público y que como se le ocurría y me insistió varias veces, 4 veces. Y quería ponerme la mano en sus partes íntimas (su pene) y ya después que le dije que no varias veces me dijo bueno, y se fue.
3.- Y el lunes me citó en un café para platicar conmigo y me había pedido unas cosas y me dijo que estaban mal y que había notado algunas deficiencias en mi trabajo y que, aunque él había escuchado malos comentarios de mi él pensaba bien de mí, y después me dijo que mejor a partir de mañana (del martes) ya no me representara (SIC) y que me iban a estar consultando cosas por WhatsApp y que él me iba a cambiar de espacio.

Ese día lunes me dice: “ya no vas a estar con nosotros, desde hoy ya nada lo ves conmigo”, todo con Fernando o con la Coordinación, a partir del conocimiento de que me encuentro en una relación personal, la relación laboral cambio.

4.- Ya en el transcurso de la semana, bueno al día siguiente fui por mis cosas y ahí estaba mi compañero de trabajo y le dije la situación de porque me estaba yendo y ya después le dije que estaba pendiente por si había alguna duda y le explique donde estaban las cosas de la oficina.
5.- El miércoles en la mañana yo estaba en mi casa y el me marco para invitarme a cenar me dijo que iba el regidor, él y yo, y después le dije que la verdad no iba ir a una cena y ya, después me dijo que, si íbamos él y yo después me dio a entender que era entre todos, incluido el regidor y yo le dije que no iba a ir, ********** me marcó y me dijo que le marcara cuando estuviera desocupada, lo dejé en visto, ya no hay nada que platicar.
6.- Después me dijo que fuera a entregar las llaves de la oficina y luego ayer fui y le entregue lo que había quedado pendiente, pero también antes de eso coordinación me dijo que fuera (**********, el coordinador) regidor le pidió a el que me marcara para que yo entregara la oficina, el estatus y ya después de aso (SIC) ayer (jueves) me pidieron que querían que yo estuviera en la oficina para entregarles el estatus de la oficina para explicarles como estaba, ********** (mi compañero) él me dijo que hoy a las 8 am tenía que ir para que les entregara la oficina, cuando le dije que no, me imagino que el regidor le marco al coordinador para que me dijera que fuera yo, le dije que no y él me dijo que podía ser por llamada.

7.- Hoy (viernes) hable con el Coordinador de regidores, él al principios me había dicho que él no podía hacer nada, pero después yo pienso que el regidor le dijo que como era Coordinador se tenía que hacer responsable y me tenía que hablar, porque hay mensajes en donde el Coordinador me dice que él no puede hacer nada que es mi decisión. Pero después hoy me habla y me pude que tengo que ir.
8.- Y ya fue lo único que pasó y lo último que hice fue mandarle mensajes a mi compañero para decir que yo no tenía nada que hacer ahí, que yo entregué todo en tiempo y forma y le dije que no me hiciera ir a la oficina.

9.- Además han existido agresiones previas a esto, el viernes antepasado (27 de agosto del 2021) le pregunte que si venía de una manera informal al trabajo le pregunté que si mi vestido estaba muy descubierto y me dijo que estaba un poco informal y me levantó el vestido y ya después de esa me quiso abrazar y tocar y tocar mis pompis y yo me salí de su oficina.

10.- Hace como dos meses él se enteró por redes sociales que yo tenía una relación y él se empezó a poner serio en la relación laboral que nosotros teníamos, en una ocasión me pidió que le llevara unos documentos a zona universitaria y cuando vio un vehículo que no era el mío, volteo la mirada en signo de molestia y me dijo “de seguro ya traes a **********” que es mi novio, yo le dije que no que ese coche era un vehículo del municipio y ya no me dijo más.”
En ese sentido, puede deducirse que las conductas atribuidas al servidor público encausado, son de naturaleza sexual en la modalidad de acoso y/o hostigamiento sexual en agravio de la denunciante de iniciales **********, con quien mantenía una relación laboral; lo cual se sustenta con las definiciones establecidas en el artículo 4°, fracción XVI, incisos a y b, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, que dicen a la letra:
“ARTÍCULO 4º. Para efecto de la aplicación de los programas y acciones del Estado y los municipios, que deriven del cumplimiento de la presente Ley y del Programa Estatal, así como para la interpretación de este Ordenamiento, se entiende que los tipos de violencia que se presentan contra las mujeres son:[…]
XVI. Violencia sexual: cualquier acto que degrada o daña el cuerpo o la sexualidad de la víctima, o ambas, que atenta contra su libertad, dignidad, seguridad sexual e integridad física, que implica el abuso de poder y la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto.

Puede expresarse en:
a) Acoso sexual: es una forma de violencia en la que existe una subordinación de género que deriva en un ejercicio abusivo de poder que la asedia, acosa, o le demanda actos de naturaleza sexual con fines lascivos, y que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

b) Hostigamiento sexual: es el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real de la víctima frente a la persona agresora en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en conductas verbales o no verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva, y […]”.
Entonces, una vez establecida la naturaleza de la conducta atribuida al servidor público **********, resulta pertinente traer a colación el Capítulo II, del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios, la cual entro en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, es decir estaba el que estaba vigente en la época en que acontecieron los eventos reprochables al denunciado, a fin de verificar si dicha conducta, encuadra dentro de alguno de los supuestos legales que ahí se señalan.

Así, tenemos que la citada porción legal, menciona:

“TÍTULO TERCERO

FALTAS ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y ACTOS DE PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES

(…)

Capítulo II
De las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos
ARTÍCULO 50. Las conductas previstas en el presente capítulo constituyen faltas administrativas graves de los servidores públicos, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante cualquier acto u omisión. 
ARTÍCULO 51. Incurrirá en cohecho el servidor público que exija, acepte, obtenga o pretenda obtener, por sí o a través de terceros, con motivo de sus funciones, cualquier beneficio no comprendido en su remuneración como servidor público, que podría consistir en dinero; valores; bienes muebles o inmuebles, incluso mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que se tenga en el mercado; donaciones; servicios; empleos y demás beneficios indebidos para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte o hayan formado parte en el último año. 
ARTÍCULO 52. Cometerá peculado el servidor público que autorice, solicite o realice actos para el uso o apropiación para sí o para las personas a las que se refiere el artículo anterior, de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 
ARTÍCULO 53. Será responsable de desvío de recursos públicos el servidor público que autorice, solicite o realice actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 
Para los efectos de este artículo no se consideraran beneficios los que reciban los servidores públicos de los centros públicos de investigación, instituciones de educación y las entidades de la Administración Pública Estatal a que se refiere el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, que realicen actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación podrán realizar actividades de vinculación con los sectores público, privado y social, y recibir beneficios, en los términos que para ello establezcan los órganos de gobierno de dichos centros, instituciones y entidades, con la previa opinión de la contraloría. 

Igualmente, las actividades de vinculación a las que hace referencia el párrafo anterior, además de las previstas en el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, incluirán la participación de investigación científica y desarrollo tecnológico con terceros; transferencia de conocimiento; licenciamientos; participación como socios accionistas de empresas privadas de base tecnológica o como colaboradores o beneficiarios en actividades con fines de lucro derivadas de cualquier figura de propiedad intelectual perteneciente a la propia institución, centro o entidad, según corresponda. Dichos servidores públicos incurrirán en conflicto de intereses cuando obtengan beneficios por utilidades, regalías o por cualquier otro concepto en contravención a las disposiciones aplicables en la Institución. 
ARTÍCULO 54. Incurrirá en utilización indebida de información el servidor público que adquiera para sí o para las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley, bienes inmuebles, muebles y valores que pudieren incrementar su valor o, en general, que mejoren sus condiciones, así como obtener cualquier ventaja o beneficio privado, como resultado de información privilegiada de la cual haya tenido conocimiento. 

ARTÍCULO 55. Para efectos del artículo anterior, se considera información privilegiada la que obtenga el servidor público con motivo de sus funciones y que no sea del dominio público. 

La restricción prevista en el artículo anterior será aplicable inclusive cuando el servidor público se haya retirado del empleo, cargo o comisión, hasta por un plazo de un año. 

ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí. 

ARTÍCULO 57. Incurre en actuación bajo conflicto de interés el servidor público que intervenga por motivo de su empleo, cargo o comisión en cualquier forma, en la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga conflicto de interés o impedimento legal. 

Al tener conocimiento de los asuntos mencionados en el párrafo anterior, el servidor público informará tal situación al jefe inmediato o el órgano que determinen las disposiciones aplicables de la institución de adscripción, solicitando sea excusado de participar en cualquier forma en la atención, tramitación o resolución de los mismos. 

Será obligación del jefe inmediato determinar y comunicarle al servidor público, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del plazo establecido para atender el asunto en cuestión, los casos en que no sea posible abstenerse de intervenir en los asuntos, así como establecer instrucciones por escrito para la atención, tramitación o resolución imparcial y objetiva de dichos asuntos. 

ARTÍCULO 58. Será responsable de contratación indebida el servidor público que autorice cualquier tipo de contratación, así como la selección, nombramiento o designación, de quien se encuentre impedido por disposición legal o inhabilitado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio público o inhabilitado para realizar contrataciones con los entes públicos, siempre que en el caso de las inhabilitaciones, al momento de la autorización, éstas se encuentren inscritas en el Sistema Estatal de Servidores Públicos y Particulares Sancionados de la Plataforma Digital Estatal. 

ARTÍCULO 59. Incurrirá en enriquecimiento oculto u ocultamiento de conflicto de interés el servidor público que falte a la veracidad en la presentación de las declaraciones de situación patrimonial o de intereses, que tenga como fin ocultar, respectivamente, el incremento en su patrimonio o el uso y disfrute de bienes o servicios que no sea explicable o justificable, o un conflicto de interés. 

ARTÍCULO 60. Cometerá tráfico de influencias el servidor público que utilice la posición que su empleo, cargo o comisión le confiere para inducir a que otro servidor público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, para generar cualquier beneficio, provecho o ventaja para sí o para alguna de las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley. 

ARTÍCULO 61. Será responsable de encubrimiento el servidor público que cuando en el ejercicio de sus funciones llegare a advertir actos u omisiones que pudieren constituir faltas administrativas, realice deliberadamente alguna conducta para su ocultamiento.
ARTÍCULO 62. Cometerá desacato el servidor público que, tratándose de requerimientos o resoluciones de autoridades fiscalizadoras, de control interno, judiciales, electorales, laborales, o en materia de defensa de los derechos humanos o cualquier otra competente, proporcione información falsa, así como no dé respuesta alguna, retrase deliberadamente y sin justificación la entrega de la información, a pesar de que le hayan sido impuestas medidas de apremio conforme a las disposiciones aplicables. 

Igualmente, cometerán desacato los servidores públicos que, tratándose de requerimientos o resoluciones de autoridades laborales, retrasen deliberadamente y sin justificación el pago de un laudo laboral declarado firme y que no hayan hecho gestiones tendientes para su pago durante su administración. Conducta sancionada conforme lo establecido por el artículo 77 de esta Ley y, en caso de que la persona demandada ya no sea servidor público, se aplicarán las sanciones establecidas en la fracción IV del mismo numeral. 

ARTÍCULO 63. Los servidores públicos responsables de la investigación, substanciación y resolución de las faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la justicia cuando: 

I. Realicen cualquier acto que simule conductas no graves durante la investigación de actos u omisiones calificados como graves en la presente Ley y demás disposiciones aplicables; 

II. No inicien el procedimiento correspondiente ante la autoridad competente, dentro del plazo de treinta días naturales, a partir de que tengan conocimiento de cualquier conducta que pudiera constituir una falta administrativa grave, Faltas de particulares o un acto de corrupción, y 

III. Revelen la identidad de un denunciante anónimo protegido bajo los preceptos establecidos en esta Ley. 

Para efectos de la fracción anterior, los servidores públicos que denuncien una falta administrativa grave, o sean testigos en el procedimiento, podrán solicitar medidas de protección que resulten razonables. La solicitud deberá ser evaluada y atendida de manera oportuna por el ente público donde presta sus servicios el denunciante.”
De lo anterior, puede concluirse entonces, que la facultad sancionadora del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, opera en contra de los servidores públicos, una vez que los actos denunciados se adecúen a las faltas previstas por el Capítulo II del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios, siendo las siguientes:

a) Cohecho.
b) Peculado.

c) Desvió de recursos.

d) Utilización indebida de información.

e) Abuso de funciones.

f) Actuación bajo conflicto de interés.

g) Contratación indebida.

h) Enriquecimiento oculto u ocultamiento de conflicto de interés.

i) Tráfico de influencias.
j) Encubrimiento.

k) Desacato, y;

l) Obstrucción de la justicia.
En ese sentido, resultó erróneo que la autoridad investigadora, Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el informe de presunta responsabilidad de dieciocho de abril de dos mil veintidós, encuadrara las conductas atribuidas al servidor público **********, en la falta administrativa grave de abuso de funciones, establecida por el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios
, toda vez que dicha infracción se refiere a la conducta llevada a cabo por parte de los servidores públicos que se identifica con los verbos rectores de realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o para un tercero, o bien para causar perjuicio a persona alguna o al servicio público.

O cuando se actualice alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, que hace referencia al tipo de violencia política contra la mujer, en el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales, lo cual se abordara párrafos adelante.
Asimismo, se deduce que el bien jurídico que se tutela es el servicio público, el cual se rige por los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que se reconocen por el artículo 109, fracción III párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

De esta forma, se trata de una falta administrativa de acción, pues se consuma con un hacer del sujeto activo a partir de la realización o inducción de actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o para un tercero, o para generar un perjuicio al servicio público o a persona alguna.

Cabe señalar, además, que de acuerdo con el texto legal, la falta administrativa de abuso de funciones se presenta como una conducta de resultado, pues la norma prevé que debe traducirse en cualquier beneficio para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte, o bien en un perjuicio en contra del servicio público o a una persona.
Con base en lo expuesto, debe precisarse que los elementos del tipo administrativo de abuso de funciones son los siguientes:

a) Que el sujeto activo tenga el carácter de servidor público.

b) La realización o inducción por parte de dicho funcionario para llevar a cabo actos u omisiones que generen un perjuicio o un beneficio, y que este último sea para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte; o que el perjuicio generado sea en contra del servicio público o de una persona.
c) Que la realización o inducción de esos actos u omisiones, deriven de las funciones que le sean conferidas como servidor público o se valga de las que tenga.

d) O, cuando se actualice alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí
, que hace referencia al tipo de violencia política contra la mujer, en el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales.
Por lo que, es evidente que la conducta de posible acoso y/o hostigamiento sexual en el ámbito laboral, en agravio de la denunciante de iniciales **********, atribuida al servidor público **********, no tiene identidad con los elementos del tipo administrativo de abuso de funciones.

Pues, tal como se advierte del inciso d) antes anotado, el tipo de violencia a que se refiere la fracción XIII, del artículo 4° de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, por remisión expresa del normativo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios, se encuentra única y exclusivamente circunscrita a reprochar cualquier acto u omisión que acote, restringa, suspenda o impida el ejercicio de los derechos ciudadanos y político – electorales, o inducir a la mujer a tomar decisiones en contra de su voluntad, lo que en el particular no aconteció.
En ese tenor, queda establecido que la conducta atribuida al servidor público **********, en el informe de presunta responsabilidad de dieciocho de abril de dos mil veintidós, no encuentra identidad con alguna de las faltas administrativas calificadas y/o denominadas como graves en el referido Capítulo II, del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Sin embargo, se patentiza que dicha conducta encuadra en la contemplada en el artículo 48 fracción I, de la citada Ley de Responsabilidades, como causa de responsabilidad administrativa de las calificadas como no graves, cuando los servidores públicos realicen actos u omisiones que transgredan la obligación de cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás servidores públicos como a los particulares, observando para ello, lo dispuesto por el código de ética que al efecto sea emitido por las contralorías o los órganos internos de control; el cual es al tenor siguiente: 

“ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley
; […]”
En ese contexto, quien aquí resuelve considera resulta aplicable al caso, el Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí
, el cual tiene por objeto establecer un marco de principios, valores y reglas, que sirvan como referencia para buscar la excelencia en el comportamiento de todas y todos los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, en las relaciones laborales y en las interacciones con la población a la que se le otorgan servicios, siendo de aplicación y observancia obligatoria durante su vigencia para todas y todos los servidores públicos de la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, toda vez que el servidor público encausado **********, se desempeñó como Regidor del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí en la Administración Pública Municipal del uno de octubre dos mil dieciocho al treinta de septiembre dos mil veintiuno.

En ese orden de ideas, conviene traer a cuenta lo establecido en los artículos 6° fracciones I, VIII y XIV, 7, fracciones III y VIII y 9 fracciones I y II, del citado Código, donde se establecen los principios rectores del servicio público de legalidad, integridad, y profesionalismo, así como los valores de interés público y respeto a los derechos humanos, los cuales son del tenor siguiente:

“Artículo 6º. En congruencia con los principios estipulados por el Sistema tanto Nacional como Estatal Anticorrupción, las y los servidores públicos municipales deberán observar los siguientes principios constitucionales y legales que rigen la función pública:

I. Legalidad: Las personas servidoras públicas hacen sólo aquello que las normas expresamente les confieren y en todo momento someten su actuación a las facultades que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que conocen y cumplen las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones.

VIII. Profesionalismo: Las personas servidoras públicas deberán conocer, actuar y cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuibles a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento disciplina, integridad y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas como a las y los particulares con los que llegare a tratar. […]
XIV. Integridad: Las personas servidoras públicas actúan siempre de manera congruente con los principios que se deben observar en el desempeño de un empleo, cargo, comisión o función, convencidas en el compromiso de ajustar su conducta para que impere en su desempeño una ética que responda al interés público y generen certeza plena de su conducta frente a todas las personas con las que se vinculen u observen su actuar. […]

Artículo 7º. Los valores que sirven de orientación y guía de la manera de ser y actuar de las y los servidores públicos de la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, son los siguientes: […]

III. Respeto a los Derechos Humanos: Las personas servidoras públicas respetan los derechos humanos, y en el ámbito de sus competencias y atribuciones, los garantizan, promueven y protegen. […]

VIII. Interés Público: Las personas servidoras públicas actúan buscando en todo momento la máxima atención de las necesidades y demandas de la sociedad por encima de intereses y beneficios particulares, ajenos a la satisfacción colectiva. […]

Artículo 9º. Las y los servidores públicos, al margen de los valores y principios éticos señalados en el presente Código y en las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública Municipal, tendrán, en forma enunciativa más no limitativa, los deberes y actitudes éticas siguientes:

I. Ejercer sus obligaciones con estricta observancia a las disposiciones legales aplicables que rige su actuar como servidor público y fomentar la cultura de la legalidad;

II. Actuar con diligencia y con conocimiento de sus funciones, respetando los derechos humanos y fundamentales de las personas; […]”
Derivado de lo anterior, el Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, con el objeto de promover, fortalecer y propiciar la ética y conducta profesional en sus Servidores Públicos, así como propiciar de manera favorable su integridad, promoviendo acciones de transparencia, rendición de cuentas, legalidad y el combate a la corrupción, emitió las Reglas de Integridad para el Ejercicio de la Función Pública Municipal
.

De dichas Reglas de Integridad, se destaca la visible bajo el dígito trece, en la cual se estableció que todo servidor público en el desempeño de su empleo, cargo o comisión o función, debe conducirse en forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda una relación en la función pública. Dicha disposición es al tenor siguiente: 
“OCTAVO.-Se emiten las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública Municipal de San Luis Potosí, con el objeto de contar con especificaciones pertinentes que generen acciones que promuevan los valores éticos dentro de la administración pública municipal así como prevenir posibles conflictos de interés de los Servidores Públicos Municipales en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, conforme a lo siguiente:
[…]

13. DEL COMPORTAMIENTO DIGNO

El servidor público en el desempeño de su empleo, cargo o comisión o función, se conducirá en forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda una relación en la función pública.
Vulneran ésta regla, de manera enunciativa más no limitativa, las conductas siguientes:

a. Realizar señales sexualmente sugerentes con las manos o a través de los movimientos del cuerpo.

b. Tener contacto físico sugestivo o de naturaleza sexual, como tocamientos, abrazos, besos, manoseo, jalones.

c. Hacer regalos, dar preferencias indebidas o notoriamente diferentes o manifestar abiertamente o de manera indirecta el interés sexual por una persona.

d. Llevar a cabo conductas dominantes, agresivas, intimidatorias, u hostiles hacia una persona para que se someta a sus deseos o intereses sexuales, o al de alguna otra u otras persona.

e. Espiar a una persona mientras ésta se cambia de ropa o está en el sanitario.

f. Condicionar la obtención de un empleo, su permanencia en él o las condiciones del mismo cambio de aceptar conductas de naturaleza sexual.

g. Obligar a la realización de actividades que no competen a sus labores u otras medidas disciplinarias en represalia por rechazar proposiciones de carácter sexual.
h. Condicionar la presentación de un trámite o servicio público o evaluación escolar a cambio de que la persona usuaria, estudiante o solicitante acceda a sostener conductas sexuales de cualquier naturaleza.

i. Expresar comentarios, burlas, piropos o bromas hacia otra persona referentes a la apariencia o a la anatomía con connotación sexual, bien sea presenciales o a través de algún medio de comunicación.

j. Realizar comentarios, burlas o bromas sugerentes respecto a la vida sexual de la otra persona, bien sea presenciales o a través de algún medio de comunicación.

k. Expresar insinuaciones, invitaciones, favores o propuestas a citas o encuentros de carácter sexual.

l. Emitir expresiones o utilizar lenguaje que denigre a las personas o pretenda colocarlas como objeto sexual.

m. Preguntar a una persona sobre historias, fantasías o preferencias sexuales o sobre su vida sexual.

n. Exhibir o enviar a través de algún medio de comunicación, carteles, calendarios, mensajes, fotos, afiches, ilustraciones u objetos con imágenes o estructuras de naturaleza sexual, no deseadas ni solicitadas por la persona receptora.

o. Difundir rumores o cualquier tipo de información sobre la vida sexual de una persona.

p. Expresar insultos o humillaciones de naturaleza sexual.

q. Mostrar deliberadamente partes íntimas del cuerpo a una o varias personas.”
Preceptos los anteriores, de los que se advierte que una de las formas que debe observar en el servicio público es la de conducirse con respeto, evitando realizar acciones entre otras, de hostigamiento o acoso sexual.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa 23/2015
, determinó que en el servicio público, actuar con base en él respeto implica abstenerse de lesionar los derechos y la dignidad de las personas, lo que a su vez se relaciona con la "rectitud" y el "decoro".

Que por lo que se refiere a la connotación de la palabra "rectitud", hace alusión a un comportamiento propio o correcto; de ahí que, el Diccionario de la Lengua Española defina al vocablo "rectitud" como la recta razón o conocimiento práctico de lo que debemos hacer o decir, lo que se considera como un criterio o medida racional de las cosas, esto es, el principio a través del cual se puede juzgar de acuerdo con la recta razón.
Y que entonces, actuar con "rectitud" exige que el servidor público no sólo se conduzca racionalmente, sino que actúe de manera recta, justa e intachable, evitando, en consecuencia, toda conducta impropia o considerada social y jurídicamente como incorrecta.
Asimismo, el más Alto Tribunal estableció que "decoro" debe entenderse como el hábito o conducta que le es exigido a toda persona que forme parte del servicio público en atención a cuidar su comportamiento habitual en la vida pública, en donde está su actuar en el ámbito laboral, en su relación con las demás personas, sean o no compañeros de trabajo, lo que debe estar en concordancia y ser un reflejo de la institución a la que pertenece.
Que para considerar que un servidor público se conduce con respeto hacia los demás, se le debe exigir que, en las relaciones que con motivo de su empleo mantenga con sus jefes, colaboradores, compañeros de trabajo, subordinados y con toda persona con la que tenga relación derivado de las funciones que tiene encomendadas (ciudadanos en general), les dé o brinde un trato digno, cortés, cordial, decoroso, diligente y correcto, ya que el respeto constituye una de las bases sobre las cuales se sustenta la propia dignidad y se reconoce la dignidad de otros.
Y que entonces, para considerar que el comportamiento de un servidor público es respetuoso debe abstenerse de atentar contra la dignidad de cualquier persona con un comportamiento impropio, lo que podría implicar el uso de expresiones discriminatorias, agresivas o difamatorias, e incluso constituir un hostigamiento o acoso, porque ante la falta de respeto, se genera un ambiente laboral que se aparta del trato digno y con ello, de la cordialidad, cortesía, amabilidad e incluso del decoro y la rectitud.
Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el acoso sexual consiste en una o varias conductas de naturaleza sexual como los contactos físicos indeseados, las insinuaciones u observaciones marcadamente sexuales, las exigencias sexuales verbales o de hecho, entre otros, que razonablemente resulten ofensivas o humillantes para quien la padece o soporta, ya que se realizan sin el consentimiento de la persona que los recibe y que, por ese hecho, vulneran su dignidad, integridad física o psíquica, libertad o seguridad.
Que se debe tener presente que las conductas que configuran el acoso sexual constituyen una forma de violencia debido a que implican un ejercicio abusivo de poder (de facto) de quien lleva a cabo conductas verbales o físicas de tipo sexual y generan un estado de indefensión y de riesgo en quien recibe esas agresiones. 
Y que en el caso de una conducta de acoso sexual, implica la infracción a los deberes encomendados a cada servidor público, ya que constituye una falta de respeto y rectitud en el comportamiento de quien deja de observarlos, por lo que resulta en todos los casos en una violación de los principios que rigen el servicio público, sumado a la lesión de la dignidad e integridad de quien recibe las insinuaciones y actos de índole sexual.
Así, se obtiene que para considerar que un servidor público se conduce con respeto hacia los demás, se le debe exigir que, en las relaciones que con motivo de su empleo mantenga con sus jefes, colaboradores, compañeros de trabajo, subordinados y con toda persona con la que tenga relación derivado de las funciones que tiene encomendadas (ciudadanos en general), les dé un trato digno, ya que el respeto constituye una de las bases sobre las cuales se sustenta la propia dignidad y se reconoce la dignidad de otros. 
Por tanto, respetar a alguien significa abstenerse de lesionar sus derechos y su dignidad como persona, para lo cual se exige un comportamiento apropiado y para considerar que el comportamiento de un servidor público es respetuoso debe abstenerse de atentar contra la dignidad de cualquier persona con un comportamiento impropio, lo que podría implicar el uso de expresiones discriminatorias, agresivas o difamatorias, e incluso constituir un hostigamiento o acoso.
En tal virtud, la posible conducta de acoso y/o hostigamiento sexual en el ámbito laboral, en agravio de la denunciante de iniciales **********, atribuida al servidor público **********, es incompatible con los principios rectores del servicio público de legalidad, integridad, y profesionalismo contenidos en el 6° fracciones I, VIII y XIV, del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, así como de los valores de interés público y respeto a los derechos humanos contenidos en los artículos 7, fracciones III y VIII y 9 fracciones I y II del mismo Código, y contraviene la Reglas de Integridad para el Ejercicio de la Función Pública Municipal, por lo que encuadra con la falta administrativa no grave prevista por el artículo 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
A razón de lo anterior, si la conducta atribuida a **********, no puede reputarse como grave, la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, carecía de competencia para resolver sobre la conducta referida, pues atendiendo a las atribuciones que la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí y la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, le confieren, no es factible que resuelva sobre una falta calificada y/o denominada como no grave.
En ese sentido, la competencia para substanciar el procedimiento de responsabilidad administrativa instaurado en contra de **********, corresponde a la autoridad substanciadora de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, en términos de lo previsto en los artículos 3, fracción III, y 9 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como 86 BIS, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí y 4°, fracción IV, 20 fracción II, del Protocolo para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal de San Luis Potosí; y la competencia para resolverlo le corresponde al Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en términos de lo previsto en los artículos 3, fracción IV, y 9 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como 4°, fracción III, inciso C, y 20 fracción V, del Protocolo para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal de San Luis Potosí; toda vez que el servidor público encausado, al momento de los hechos imputados se desempeñó como Regidor del Cabildo de dicho Ayuntamiento. 
Los artículos citados, disponen:
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:
III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será: […]
d) Los respectivos plenos de los tribunales; organismos constitucionales autónomos; y cabildos; según lo establece la presente Ley, en el caso de magistrados; miembros de los ayuntamientos; e integrantes de los organismos constitucionales autónomos.
ARTÍCULO 9º. Las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas.
Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en esta Ley; con excepción sólo en cuanto a la resolución y aplicación de sanciones, de los diputados, magistrados, auditor superior, fiscal general, contralores, miembros de los ayuntamientos, y organismos constitucionales autónomos, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 3º fracción IV de este Ordenamiento.
En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en su calificación la existencia de faltas administrativas graves, así como la presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y presentarlo a la autoridad substanciadora para que proceda en los términos previstos en esta Ley.”
Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí
“ARTÍCULO 86 BIS. La o el contralor interno estará auxiliado por los titulares de las unidades, investigadora; y substanciadora, correspondiendo a la primera, la investigación de faltas administrativas; y a la segunda, dirigir y conducir el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa, y hasta la conclusión de la audiencia inicial, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Las o los titulares de las unidades, investigadora; y substanciadora, deberán reunir los mismos requisitos que para la o el contralor interno establece esta Ley”
Protocolo para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal de San Luis Potosí
“Artículo 4. Para efectos del presente protocolo, se entenderá por:
III. Autoridad resolutora: Tratándose de faltas administrativas serán: […]

c) El Cabildo, en el caso de integrantes del Ayuntamiento, y […]

IV. Autoridad substanciadora: Autoridad que al interior de la Contraloría y de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, dirige y conduce el procedimiento de responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia;
Artículo 20. Las autoridades que conocerán del procedimiento establecido en este protocolo, son las siguientes, mismas que deberán trabajar en forma coordinada:
II. La Contraloría Interna Municipal, quien a través de sus áreas fungirá como autoridad investigadora, substanciadora y resolutora en los casos que establece la Ley;

V. El Cabildo, quien actuará como autoridad resolutora en los casos determinados por la Ley, y […]”

Por lo que, una vez advertida la ausencia de competencia de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para substanciar y resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********, en el informe de presunta responsabilidad de dieciocho de abril de dos mil veintidós, se actualiza en la especie la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción II, del artículo 196 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
.
En virtud de las consideraciones anteriores, este Órgano Jurisdiccional procede a REVOCAR la sentencia emitida por la Primera Sala Unitaria el veintisiete de octubre de dos mil veintidós, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en virtud de que carece de competencia, para conocer y resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********, en el informe de presunta responsabilidad de dieciocho de abril de dos mil veintidós, atendiendo a que los razonamientos y fundamentos plasmados en la presente sentencia, patentizan que la conducta atribuida al servidor público denunciado no es de las que encuadran como graves.

Consecuentemente, conforme a lo dispuesto en fracción I, del artículo 197 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
, en relación con el párrafo segundo del artículo 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, se decreta el SOBRESEIMIENTO del procedimiento de responsabilidad administrativa **********.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Primera Sala Unitaria el veintisiete de octubre de dos mil veintidós, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en virtud de que carece de competencia, para conocer y resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********
SEGUNDO. Se decreta el SOBRESEIMIENTO del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, dada la incompetencia de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para conocer de la controversia sometida a su potestad, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el último considerando de la presente resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal al servidor público encausado **********; y a la denunciante de identidad reservada con iniciales********** y por oficio, a la autoridad investigadora; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. RÚBRICAS.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 93. La investigación por la presunta responsabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores externos.


Las denuncias podrán ser anónimas.


En su caso, las autoridades investigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad de las personas que denuncien las presuntas infracciones, y de ser necesario brindarán la protección que establece la Ley.”





�“Artículo 217. […]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 13-16 del Toca.


� Foja 27 y 28 del toca.


� Foja 29 del toca.


�“Artículo 219. La Sala Superior del Tribunal deberá resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación, o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 


[…] 


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”





“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� Según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 271 del expediente de origen.


� Fojas 176-181 del expediente de origen.





� “ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por: […]


III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoria Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades  administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora. 


Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora y resolutora. […]”





� Regidor del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, servidor público de elección popular directa, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 12 y 13 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí.


� Fojas 249-269 del expediente de origen.


� “Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí: ART. 153.- Es nulo lo actuado por el juez que fuere declarado incompetente, salvo: […]”.  (De aplicación supletoria en la materia de conformidad con el artículo 217, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo)





� Encuentra apoyo por identidad de razón en las siguientes jurisprudencias: Registro digital: 2013692 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/20 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 39, Febrero de 2017, Tomo III, página 1956 Tipo: Jurisprudencia “PRESUPUESTOS PROCESALES. SU ESTUDIO OFICIOSO ESTÁ CONFERIDO TANTO AL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA COMO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).” Si bien el artículo 98 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, vigente a partir del 1o. de enero de 2005, establece como facultad para la autoridad judicial de esa entidad, la relativa a la apreciación y estudio de los presupuestos procesales, dicha atribución debe considerarse de obligada satisfacción, dado que las propias características que inciden en torno a éstos así lo determinan, en la medida en que sin estar colmados no podría constituirse y desarrollarse con validez y eficacia jurídica un procedimiento de carácter jurisdiccional, menos aún, concluir con una sentencia que resolviera el mérito de lo debatido por los interesados, imponiendo condena o absolviendo al demandado, o bien, mediante la declaración de la existencia de un derecho o la constitución de un Estado de derecho, según fuera el caso; asimismo, al no existir limitante en el texto de ese numeral, en lo que a la jerarquía del órgano jurisdiccional se refiere, debe concluirse que el ejercicio de esa facultad oficiosa está conferido tanto al Juez de primera instancia como al tribunal de apelación, pues en dicho precepto sólo se hace alusión al concepto "autoridad judicial", sin imponerse en él alguna restricción de manera específica. En consecuencia, dada la oficiosidad que impera en relación con el estudio de su plena satisfacción, resulta inconcuso que la apreciación de tales exigencias a cargo de la autoridad jurisdiccional está justificada, sin importar el grado con que ejerza su competencia, ya que constituye una obligación de ineludible satisfacción, cuyo incumplimiento, por su trascendencia, se erige en una infracción legal que incide en detrimento de las partes contendientes, al posibilitar la resolución de un juicio mediante el pronunciamiento de una sentencia que se ocupe del fondo de lo debatido, cuando no existen condiciones para ello o que impiden, precisamente, que éste concluya de esa manera.”





Jurisprudencia P./J. 21/2009, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de registro 167557, visible en la página 5, Tomo XXIX, Abril de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto siguientes:  “COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”





� “ARTÍCULO 9º. Las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas. Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en esta Ley; con excepción sólo en cuanto a la resolución y aplicación de sanciones, de los diputados, magistrados, auditor superior, fiscal general, contralores, miembros de los ayuntamientos, y organismos constitucionales autónomos, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 3º fracción IV de este Ordenamiento. En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en su calificación la existencia de faltas administrativas graves, así como la presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y presentarlo a la autoridad substanciadora para que proceda en los términos previstos en esta Ley.”





 “ARTÍCULO 96. Para el cumplimiento de sus atribuciones, las autoridades investigadoras llevarán de oficio las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia. Lo anterior sin menoscabo de las investigaciones que se deriven de las denuncias a que se hace referencia en el capítulo anterior.”





“ARTÍCULO 102. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave. Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior, se incluirá la misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa. Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar. Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos y particulares sujetos a la investigación, así como a los denunciantes cuando éstos fueren identificables, dentro los diez días hábiles siguientes a su emisión.”





“ARTÍCULO 117. La autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación. Para tal efecto, las contralorías, los órganos internos de control, la Auditoría Superior, contarán con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, y garantizarán la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones.”


� Fojas 4 y 5 del expediente de origen **********


� “ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.”





� “Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: […] 


III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.[…]”


� “ARTÍCULO 4º. Para efecto de la aplicación de los programas y acciones del Estado y los municipios, que deriven del cumplimiento de la presente Ley y del Programa Estatal, así como para la interpretación de este Ordenamiento, se entiende que los tipos de violencia que se presentan contra las mujeres son: […]


XIII. Violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella.


La violencia política contra las mujeres en razón de género, puede expresarse en:


a) Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres.


b) Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de organizaciones políticas y civiles, en razón de género.


c) Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades.


d) Proporcionar a las mujeres que aspiran a ocupar un cargo de elección popular información falsa, incompleta o imprecisa que impida su registro como candidata.


e) Proporcionar a las mujeres que ocupan un cargo de elección popular, información falsa, incompleta o imprecisa, que induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones.


f) Proporcionar información incompleta o datos falsos a las autoridades administrativas, electorales o jurisdiccionales, con la finalidad de menoscabar los derechos políticos de las mujeres y la garantía del debido proceso.


g) Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad.


h) Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o discriminación contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales.


i) Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos.


j) Difundir información falsa relativa a las funciones político-públicas, con el objetivo de desprestigiar la gestión de las mujeres electas y obtener contra su voluntad la renuncia y/o licencia al cargo que ejercen o postulan.


k) Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos.


l) Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su capacidad o habilidades para la política; o para menoscabar su dignidad como ser humano, y utilizar la misma para obtener contra su voluntad la renuncia y/o licencia al cargo que ejerce o postula, con base en estereotipos de género.


m) Amenazar, intimidar o presionar a una o varias mujeres o a su familia o colaboradores, con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o al cargo para el que fue electa o designada.


n) Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a cualquier puesto o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o suprimiendo su derecho a voz y voto.


ñ) Restringir los derechos políticos de las mujeres con base en la aplicación de tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o propios, que sean violatorios de los derechos humanos.


o) Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, cargo o función.


p) Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de cualquier otra licencia contemplada en la normatividad.


q) Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas u otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de igualdad.


r) Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley


s) Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus derechos políticos.


t) Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en condiciones de igualdad.


u) Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad. O


v) Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos políticos electorales.


La violencia política contra las mujeres en razón de género, se sancionará en los términos establecidos en la legislación electoral, penal, y de responsabilidades administrativas; […]”


� “ARTÍCULO 16. Los servidores públicos deberán observar el código de ética que al efecto sea emitido por las contralorías o los órganos internos de control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Estatal Anticorrupción, para que en la actuación de los servidores públicos impere una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño.


El código de ética a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del conocimiento de los servidores públicos de la dependencia o entidad de que se trate, así como darle la máxima publicidad.”





�Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el diecinueve de marzo de dos mil diecinueve.


“Artículo 1º. El presente Código de Ética, tiene por objeto establecer un marco de principios, valores y reglas, que sirvan como referencia para buscar la excelencia en el comportamiento de todas y todos los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, en las relaciones laborales y en las interacciones con la población a la que se le otorgan servicios.





Artículo 2º. Los principios y valores previstos en el presente Código son de aplicación y  observancia obligatoria para todas y todos los servidores públicos que laboren en la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, en todos sus niveles y jerarquías, bajo cualquier régimen contractual.”


� Publicado en la Gaceta del Municipio de San Luis Potosí, en marzo de dos mil diecinueve.


�� HYPERLINK "https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/resposabilidades%20administrativas/engrose/2019-01/23-2015_Resolucion_vp_R.pdf" �https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/resposabilidades%20administrativas/engrose/2019-01/23-2015_Resolucion_vp_R.pdf�





� LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS


“Artículo 196. Son causas de improcedencia del procedimiento de responsabilidad administrativa, las siguientes: […]


II. Cuando los hechos o las conductas materia del procedimiento no fueran de competencia de las autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto. En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá hacer del conocimiento a la autoridad que se estime competente; […]”





� “Artículo 197. Procederá el sobreseimiento en los casos siguientes:


I. Cuando se actualice o sobrevenga cualquiera de las causas de improcedencia previstas en


esta Ley; […]”





� “ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados.


En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”





� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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